Carátula 


(Ingresa a Sala una delegación del Servicio Médico Penitenciario) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social -que se ha reunido 
especialmente para atender audiencias con relación a temas que no están a su consideración- da la 
bienvenida a los representantes del Servicio Médico Penitenciario, quienes han solicitado ser recibidos 
a efectos de realizar un planteo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Soy médico del Servicio Médico Penitenciario y llevo 17 años en la práctica 
médica carcelaria. Antes que nada quería saludar a los señores Senadores y agradecerles por el 
tiempo que nos están dispensando. 


Como dice la copia de la nota que les entregamos con fecha 1* de octubre -en la que 
constan estos temas- el Servicio Médico Penitenciario en el Complejo Carcelario Santiago Vázquez 
está administrado por el Ministerio de Salud Pública a través de ASSE, e históricamente depende de la 
Dirección Nacional de Cárceles que, a su vez, depende del Ministerio del Interior. Somos los únicos 
médicos de los servicios carcelarios de Latinoamérica que todavía tenemos rango o estado de 
policías. Por lo tanto, estamos sujetos a toda la jerarquía policial y, obviamente, a los reglamentos de 
disciplina, etcétera. 


Ahora bien, a través de una nota pegada en la pared, nos enteramos de que el nuevo servicio 
médico, entre otras cosas -aclaro que no quiero extenderme mucho en el tema- cambiaba de destino, 
por lo que íbamos a ser redistribuidos a otros establecimientos de la Dirección Nacional de Cárceles. 
Luego de una investigación, advertimos que los salarios de los nuevos médicos en algunos casos 
superan hasta cuatro veces lo que ganan nuestros médicos penitenciarios. 


Quiero subrayar, sobre todo, lo que compete particularmente a esta Comisión, y dejar de lado 
otros temas que nos preocupan, pero que no son estrictamente de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. De acuerdo con una resolución superior, los médicos -esto fue reconocido por la misma 
resolución ministerial, que también hemos repartido a los señores Senadores- tenemos capacitación y 
experiencia en el ámbito penitenciario, pero también podemos cumplir tareas en otros 
establecimientos, y creemos que ese es un derecho que se nos está afectando. Quiero aclarar que los 
nuevos médicos no cuentan con esta idoneidad y capacitación. Además, no hubo un llamado a 
concurso y, en caso de que así ocurriera -y este fue el criterio de las señoras Ministras- se respetaría 
una lista de precedencia que existe en el ámbito de ASSE, es decir, de la salud pública, pero ello no se 
hizo. A medida que se van convocando a prestar funciones a médicos, enfermeros y personal técnico 
en general para el Ministerio de Salud Pública, se va integrando esa lista y, por supuesto, se va 
corriendo a medida que los convocados van aceptando o no los diferentes cargos. Esto tampoco se 
respetó. 


En lo que tiene que ver con la idoneidad y la capacitación para la tarea, nuestras autoridades 
sanitarias naturales -me refiero a la Dirección Técnica del Servicio Médico Penitenciario- no fueron 
consultadas y, en ese sentido, quiero señalar que nuestro Director Técnico tiene 29 años de 
experiencia en la medicina carcelaria. 


Un tema que tampoco es menor -aclaro que no compete exactamente a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social- es que se están desconociendo recomendaciones de 
organismos internacionales como la Cruz Roja, la Organización Mundial de la Salud, etcétera. El 
Servicio Médico ya ha participado en por lo menos tres eventos internacionales y otros tantos 
nacionales en lo que tiene que ver con la idoneidad y capacitación de la función. Nuestra Facultad de 
Medicina todavía no tiene una Cátedra de Medicina Penitenciaria, pero sí existen en la UBA - 
Universidad de Buenos Aires- en San Pablo y en Santiago de Chile. El Sindicato Médico del Uruguay, a 
través de la Comisión de Derechos Humanos, está auspiciando este tipo de eventos desde hace tres o 
cuatro años, y la Escuela de Graduados, a través de la Comisión de Educación Médica Continua, está 
trabajando en la capacitación del personal penitenciario en lo que tiene que ver con la prestación de 
asistencia sanitaria en las cárceles. 


En resumen, se desconoce nuestra capacitación y los médicos nuevos integran un servicio 
para el cual no se llamó a concurso. Sabemos que los médicos directores de este nuevo servicio 
desconocieron aspectos vinculados a los salarios ofrecidos e incluso -este no es un punto menor- 
superan por lo menos en el doble el salario que cualquier médico de hospital está percibiendo en este 
momento, cifra que ronda los $ 15.000 por 96 horas mensuales. Quiere decir que, actualmente, un 
médico que trabaja en el Penal de Libertad, que es funcionario de la Dirección de Cárceles, cobra $ 
8.000 por mes por hacer 24 horas semanales de guardia, mientras que un médico que presta funciones 
en el Hospital Maciel, cobra $ 15.000 por sus 24 horas de guardia, y un médico en el Complejo 
Carcelario de Santiago Vázquez, en un sistema médico casi tercerizado por el Ministerio de Salud 
Pública, cobra $ 30.000. Como los médicos y enfermeros cobramos de acuerdo con la jerarquía que 
revistamos, no hay distinción entre ser médico y enfermero en lo que respecta al aspecto salarial. De 
manera que un enfermero Grado 1 cobra $ 8.000 por mes, mientras que los nuevos enfermeros, en el 
Servicio Médico del COMCAR, cobran $ 20.000. También tenemos conocimiento de que hay dos 
choferes de ASSE que cobran $ 15.000 por una guardia de 12 horas a la semana. 


Esto es lo que queríamos transmitir a los integrantes del Poder Legislativo para que, si no 
tenían conocimiento de la situación, se enteraran por los actores. Pedimos disculpas porque no 
sabíamos que la delegación anterior venía a hablar sobre el mismo tema. Por ser policías, estamos 
desordenados en cuanto a nuestras uniones y reuniones, aunque la mayoría de los médicos estamos 
sindicalizados en el Sindicato Médico, al cual hemos recurrido primeramente. 


SEÑOR HARRIAGUE.- Soy el asesor letrado de los integrantes del Servicio Médico Penitenciario, sin 
perjuicio de ser retirado policial, con la jerarquía de Inspector General, habiéndome jubilado como el 
abogado de mayor jerarquía en el año 2005. 


Desde el punto de vista legal, la situación de estos funcionarios es la siguiente. La Ley 
Orgánica Policial dispone que el personal que desarrolla tareas técnico-profesionales tiene que 
pertenecer al denominado Subescalafón PT, Policía Técnico- Profesional, y el personal de las carreras 
intermedias, es decir, enfermeros y nurses, debe pertenecer al Subescalafón PE, Policía Especializada. 
Como en la Dirección Nacional de Cárceles los escalafones no están organizados de esta forma, hay 
muchos médicos y enfermeros que están revistando con el cargo presupuestal de Agentes de 
Segunda, generalmente ejecutivos, que es donde hay más vacantes. 


En este momento se ha organizado un movimiento por parte del personal y han comenzado 
a suscitarse una serie de presiones absolutamente ilegítimas. Hay rumores en el sentido de que los 
ejecutivos van a ser uniformados o van a cumplir guardias, a pesar de que ingresaron para cumplir 
funciones de médico y realmente las han desempeñado. Asimismo, se rumorea que habrá traslados. 


A su vez, el día miércoles comenzó una investigación administrativa en virtud de la cual a los 
funcionarios médicos y enfermeros que fueron a declarar se les interrogó acerca de qué pensaban 
sobre este nuevo sistema, qué iban a hacer, qué no, etcétera, es decir, preguntas absolutamente 
ilegales. Luego de 37 años como funcionario policial, pensé que en el año 2008 eso no iba a suceder 
en el ámbito del Ministerio del Interior, ya que ha estado dentro de la política de esa Cartera el 
reconocer la aptitud y capacidad de la Policía para agremiarse y reclamar sus derechos por las vías 
legales. Sin embargo, cuando esta gente está intentando hacerlo, concretamente ya hay una 
investigación administrativa y les harán sumarios a los médicos que fueron invitados por la prensa para 
explicar la situación, porque ha trascendido. 


Todo esto constituye el ambiente que existe hoy en día en la Dirección Nacional de Cárceles, 
donde parecería que algunos cambios no hubieran llegado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta a nuestros invitados porque me ha quedado una 
duda. ¿Por qué cuando se menciona el nuevo servicio que empezaría a funcionar en el COMCAR, se 
dice que se ha tercerizado? Según lo que entendí -por lo menos, al principio de la exposición- ese 
servicio sería brindado por el Ministerio de Salud Pública, seguramente a través de ASSE. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Tenemos conocimiento -aunque la información que manejamos es extraoficial- 
de que la doctora Alicia Scarlatta creó esta iniciativa en mayo o junio de este año, a instancias de 
nuestros Directores Técnicos, que se acercaron a la dirigencia de ASSE para empezar a conformar, de 
una vez, un servicio médico penitenciario que brindara a las personas privadas de libertad una atención 
de salud óptima, porque siempre ha estado muy lejos de serlo y aún hoy lo está. No obstante, tenemos 
que reconocer que ha mejorado mucho en los últimos tiempos; en el Complejo Carcelario Santiago 
Vázquez hay una nueva área de enfermería y en el edificio remozado del Penal de Libertad -el viejo 
edificio, que ahora está a nuevo- hay un área sanitaria que, por lo menos en lo que tiene que ver con la 
infraestructura edilicia, está muy bien constituida, pero todavía le falta el mobiliario adecuado. 


Lo que más le ha costado siempre al servicio médico penitenciario son las coordinaciones - 
como les llamamos nosotros- con los distintos servicios sanitarios, en este caso, con el Ministerio de 
Salud Pública que, tal como reza la Constitución, es el órgano rector y también lo es, 
fundamentalmente, para las personas privadas de libertad. O sea que la Constitución establece que 
debe ser el Ministerio de Salud Pública el que brinde la asistencia sanitaria a las personas privadas de 
libertad. 


El servicio médico penitenciario surgió por una razón de orden: si todos los privados de 
libertad requirieran médico y tuvieran que concurrir a los distintos hospitales o servicios de Salud 
Pública, sería caótico. Por eso, se creó el servicio médico penitenciario en la histórica época del Penal 
de Punta Carretas, cuando existió un hospital penitenciario como tal y que, según dicen - 
personalmente, no lo conocí- funcionó muy bien. Una vez que dejó de existir el hospital penitenciario, el 
servicio médico penitenciario empezó a llamarse así y se conformó como una guardia de 24 horas, de 
médico y de enfermero, en cada establecimiento de reclusión. A eso se sumaba, por supuesto, la 
atención de especialistas, farmacia, laboratorio y rayos X. Sin embargo, para ilustrar la situación, debo 
decir que la medicina va adquiriendo distinta complejidad de acuerdo, obviamente, con la necesidad de 
cada paciente. Por ejemplo, en el Complejo Carcelario de Santiago Vázquez no podemos poner un CTI 
para cuando un recluso, tal vez cada seis meses, lo necesite, porque no habría una adecuada relación 
costo - beneficio. 


Por lo tanto, el servicio médico penitenciario brinda una asistencia primaria dentro de las 
cárceles y, fundamentalmente, de asesoramiento en salud de la jerarquía policial. El Director del 
establecimiento, que es un policía de carrera, ante un hecho sanitario, un accidente, un traumatismo o 
lo que fuera que tenga que ver con la salud, va a solicitar un informe al médico de guardia para que 
éste diga si esa persona puede ser atendida dentro del establecimiento penitenciario o requiere una 
medicina de mayor complejidad. Si el médico de guardia decide que se requiere una medicina que no 
puede ser brindada en el establecimiento, por supuesto se va a necesitar una medicina extramuros, 
fuera del ámbito penitenciario, que debe ser brindada por el Ministerio de Salud Pública. Ahí está la 
falla endémica del Servicio Médico Penitenciario. Lamentablemente, de acuerdo con el médico que 
estuviera de guardia, por ejemplo en el Hospital Maciel -esto me ha pasado en las guardias- se ve si se 
pueden resolver las cosas. Entonces, la medicina penitenciaria se va administrando a partir de la 
suerte de ser amigo del médico de guardia de otro hospital de Salud Pública. Sería muy aburrido y 
engorroso explicarles a ustedes todos los escollos que tuvimos por el camino, pero a modo ilustrativo 
les puedo decir que luego de la tristemente célebre muerte del enfermero en el Hospital Maciel, se nos 
cerraron las puertas de todos los hospitales para brindar asistencia a los presos. Quiere decir que las 
cosas cada día se ponen más complejas. 


Respondiendo a la pregunta del señor Senador, señalo que lo que nosotros queremos, o 
nuestra dirigencia quiere, desde mayo o junio, es que el Ministerio de Salud Pública flexibilice 
mecanismos para brindar asistencia de segundo, tercer y cuarto nivel a las personas privadas de 
libertad. Por motivos que desconocemos, la señora Ministra de Salud Pública fue asesorada o recibió 
de buena fe -suponemos- un proyecto de la doctora Alicia Scarlatta -que hasta hace poco tenía un 
cargo dirigencial en una de las policlínicas periféricas del Centro de Salud RAP de ASSE- y del médico 
de familia Feher. Los integrantes de ASSE, señora Alma Chiodi, y el representante por los 
funcionarios, enfermero Alfredo Silva, nos comentaron que llegó a sus despachos el proyecto ya 
finiquitado, firmado por ambas Ministras, con una lista de las personas, técnicos, enfermeros y médicos 
que integrarían el servicio, y la solicitud a la dirigencia de ASSE de su instrumentación. Eso nos parece 
ilegítimo y creemos que la forma de actuar en este sentido es desprolija. Se dice que se trata de una 
política sanitaria de Gobierno -ello se desprende de la resolución- y en el primer punto que 


reivindicamos señalamos que apoyamos los cambios en esta y otras áreas del quehacer nacional, pero 
defendemos y exigimos la legitimidad de los procedimientos que se realicen. No nos negamos a ningún 
cambio, pero creemos que tenemos que ser parte de ellos y no estar por fuera. 


Respondiendo concretamente la pregunta del señor Senador, que no he obviado, se trata de 
un proyecto de un casi particular, dirigido a la señora Ministra de Salud Pública, que se presentó como 
si fuera de un director técnico de fútbol, pidiendo formar su equipo con Fulano, Mengano y Zutano, con 
salarios que no se condicen, ya no con el del médico penitenciario, sino con el de salud pública que 
trabaja en un hospital de cualquier parte del territorio nacional, por supuesto realizando una tarea 
asistencial bastante más complicada que la de atender reclusos. Nos parece que sería como 
“tercerizar” -no sé si esa sería la palabra- el servicio, pues creemos que esto no está dentro de lo que 
hasta ahora conocemos como prestación de asistencia sanitaria en el ámbito público. 


SEÑOR LÓPEZ.- Estoy aquí en mi calidad de Secretario del Sindicato Policial, puesto que algunos de 
nuestros asociados trabajan en el servicio médico. Lo que he dejado a los señores Senadores es una 
denuncia que fue presentada ante el Ministerio del Interior, al señor Celestino Conde, asesor de la 
señora Ministra. Quizás a mis compañeros se les olvidó destacar que en el inciso b) del artículo 7* del 
convenio que se firmó, se establece que el Servicio Médico Penitenciario proporcionará los insumos de 
medicación, planta física y personal médico y de enfermería. Sin embargo, en la actualidad estos 
compañeros están luchando para lograr algo que estaba establecido en el convenio, en el sentido de 
que serían integrados. En la denuncia que acabo de dejar a los señores Senadores también se 
mencionan otros puntos relativos a otras leyes y, además, se pone de manifiesto la situación de 
persecución sindical que están viviendo estos compañeros por parte de las jerarquías del Instituto 
Carcelario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitamos. 


(Se retiran de Sala los representantes del Servicio Médico Penitenciario) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


